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COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO
INSUMO DIRIGIDO AL EXPERTO INDEPENDIENTE SOBRE LA PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA Y LA DISCRIMINACIÓN BASADAS EN LA ORIENTACIÓN SEXUAL Y LA IDENTIDAD DE GÉNERO
FEBRERO 2021

ANTECEDENTES
La Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México (CDHCM) es un organismo público autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objetivo es la protección, defensa, vigilancia, promoción, estudio, educación y difusión de los derechos humanos de las personas que habitan y transitan en la Ciudad de México (CDMX), así como el combate a toda forma de discriminación y exclusión, como consecuencia de un acto de autoridad en contra de cualquier persona o grupo social.
Con motivo del llamado a contribuciones para informe: Género, orientación sexual e identidad de género con el fin de coadyuvar en la elaboración del informe que se presentará al 47º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos, emitido por el Sr. Victor Madrigal Borloz, en su calidad de Experto independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación basadas en la orientación sexual; a continuación, se presentan las respuestas de la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México al cuestionario correspondiente.
Información de la Institución
Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México (CDHCM)
País: México
Información de contacto: Secretaria Ejecutiva, Tel. + (52) 55.52.29.56.00 Ext. 2404,
secretaria.ejecutiva@cdhcm.org.mx
Fecha: 28 de febrero de 2021.


CUESTIONARIO

1) ¿Ha adoptado el Estado medidas de política pública, legislación o acceso a la justicia que incluyan definiciones de género y conceptos conexos (por ejemplo, la teoría del género, los enfoques basados en el género, la perspectiva de género, la incorporación transversal de la perspectiva de género) con el fin de abordar la violencia y la discriminación basadas en la orientación sexual y la identidad de género? En caso afirmativo, sírvase dar ejemplos para explicar el contexto, el alcance y la aplicación.  

	La Ciudad de México cuenta con legislación que incorpora de manera explícita algunos de los conceptos que plantea la pregunta. Por ejemplo, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de la Ciudad de México y la Ley de Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres en la Ciudad de México (LIS) incluyen como principios rectores a la igualdad de género y la transversalidad de la perspectiva de género.[footnoteRef:1] De hecho, la LIS genera el fundamento para la política en materia de igualdad sustantiva, la cual incluye desde el fomento del principio de paridad de género hasta la erradicación de la violencia de género y la protección de los derechos sexuales y reproductivos. No obstante, estos términos no se utilizan para abordar directamente la violencia y la discriminación en contra de la comunidad LGBTTTI. [1:  Se recomienda ubicar las disposiciones jurídicas de la Ciudad de México en el buscador de la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos del Gobierno de la Ciudad de México.] 


Por otra parte, la Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación del Distrito Federal, además de incorporar conceptos similares a los previamente mencionados, visibiliza términos como homofobia, el cual define como “toda aversión manifiesta en contra (sic) las orientaciones, preferencias sexuales e identidades o expresiones de género contrarias al arquetipo de los heterosexuales” y transfobia, es decir, “el rechazo, odio, aversión, temor, repudio, discriminación, ridiculización, prejuicio y/o violencia hacia las personas que son o parecen transexuales, transgénero o travestis”. Esta ley visibiliza también el género, la identidad de género, la expresión de rol de género, y la orientación sexual como categorías con base en las cuales la discriminación se ejerce. Finalmente, apunta disposiciones específicamente dirigidas a la población LGBTTTI, incluyendo la implementación de medidas positivas o acciones afirmativas en su favor y el fortalecimiento de la participación laboral de este grupo.

El programa del Gobierno de la Ciudad de México sobre derechos de la población lesbiana, gay, bisexual, transexual, transgénero, travesti e intersexual (LGBTTTI) publicado en 2016 identificó las políticas para la protección de dicho grupo, entre las cuales destacan las siguientes: el Protocolo de Actuación Policial de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal para preservar los Derechos Humanos de las personas que pertenezcan a la población LGBTTTI, la implementación de una Fiscalía especializada para la atención a la población LGBTTTI, el programa de visitas íntimas entre personas del mismo sexo en los Centros de Reclusión, y la instauración de un procedimiento administrativo para el levantamiento de acta por concordancia sexo-genérica. Sin embargo, dentro de los retos más importantes que se identifican en el mismo documento se encuentran la carencia de estadísticas integrales sobre el estado de los derechos del grupo LGBTTTI, así como la falta de diferenciación de sus necesidades en temas de salud y empleo.

En el contexto local de la pandemia por COVID-19, se destaca que la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México (CDHCM) elaboró la consulta Infancias Encerradas (ver Anexo 1) para conocer el estado de la niñez y sus derechos. Uno de los reportes especiales derivados de dicha consulta se centra en la niñez y adolescencia no binarias.

Finalmente, en materia de matrimonio igualitario, se rescata el hecho de que los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) protegen los derechos de la comunidad LGBT, esto no ha sido suficiente para garantizar el cumplimiento de estas disposiciones de manera fáctica. La primera decisión al respecto reside en la acción de inconstitucionalidad 2/2010, en la cual se interpretó el artículo 4º constitucional sobre la protección de la familia de manera amplia y se estipuló que la interpretación constitucional tendría que corresponder con la realidad social y con la pluralidad y heterogeneidad que le caracteriza. Esto fue reforzado con los criterios del mismo tribunal desarrollados en las tesis 1a./J. 84/2015 (10a.), 1a./J. 43/2015 (10a.), 1a./J. 46/2015 (10a.) y 1a./J. 86/2015 (10a.), que se centran en aristas relacionadas con la determinación de derechos y beneficios asociados al matrimonio; la inconstitucionalidad de las normas que definen la institución como la unión de un hombre y una mujer y como finalidad de aquella la procreación; y la existencia de una doble discriminación en razón de las afectaciones a las hijas e hijos de parejas homosexuales.

A pesar de los avances descritos con anterioridad, en la mayoría de entidades federativas la legislación civil no ha sido ajustada conforme a las normas y estándares nacionales e internacionales de protección al matrimonio entre personas del mismo sexo. Por ello, existe una necesidad de orquestar esfuerzos y acciones judiciales y no judiciales de promoción y defensa de este derecho. Una de las decisiones más relevantes en este tenor es la que corresponde al Amparo 413/2020, en el que se alega que la falta de acción del Congreso de Yucatán de legislar para incluir en sus ordenamientos el matrimonio igualitario contradice la Constitución y los tratados internacionales. En el proyecto de resolución, bajo un escrutinio estricto, la SCJN establece que la omisión legislativa es discriminatoria dado que la orientación sexual no es un aspecto relevante para distinguir con fines constitucionalmente importantes. Así, determinó que, cuando la Corte crea una norma implícita, producto de la interpretación constitucional y en atención a una laguna axiológica, el resto de los poderes del Estado se encuentran inmediatamente obligados a su cumplimiento, en virtud de la obligatoriedad del bloque de constitucionalidad, así como del principio de seguridad y certeza jurídicas. Este tipo de esfuerzos para reconocer y garantizar los derechos de la población LGBT constituyen un proceso continuo frente a la inefectividad práctica de las normas en el actuar de las autoridades.

Finalmente, también se presentan las recomendaciones de la CDHCM que tocan estos temas y brindan diversos estándares al respecto para la generación de medidas de atención y reparación: la Recomendación 02/2019 sobre Falta de debida diligencia y de aplicación de la perspectiva de género y enfoque diferenciado en la investigación de transfeminicidio y la Recomendación 1/2019 sobre Discriminación por razón de orientación sexual en la procuración de justicia.

a) De ser así, ¿ha llevado a cabo el Estado evaluaciones, valoraciones o recopilación de pruebas acerca de los efectos de la aplicación de esas medidas? y, de ser así, ¿cuáles son las principales tendencias identificadas?

	El Reporte Especial Infancias Trans – Niñez y Adolescencia no binarias (ver Anexo 2) de la CDHCM recopiló percepciones de niños, niñas y adolescentes de entre seis y 17 años de edad. De las 40 427 personas participantes, 67 personas eligieron la opción otro en la categoría de género como alternativa al femenino o masculino. La niñez y adolescencia no binaria, a diferencia de aquellas personas binarias que respondieron la encuesta, no mencionan a la familia como una de las principales asociaciones con su descripción del encierro. Algunos indicadores sobre el uso del tiempo de la niñez y adolescencia no binaria nos dicen que realizan 5% más ejercicio, leen 6.5% más, y realizan menos trabajo doméstico que sus contrapartes binarias.

En cuanto a la evaluación de los factores que preocupan a las personas entrevistadas, se identificó miedo al contagio por coronavirus propio o de un ser querido, temor de no regresar a la escuela, falta de dinero e, incluso, a revelar su identidad de género u orientación sexual a sus familias. De manera particular, se observa que 20% de las personas de entre seis y 14 años y 37% de las y los adolescentes de entre 15 y 17 años están preocupadas por el tiempo que falta para regresar a la escuela, frente a 60% y 50% respectivamente de la población binaria entrevistada.

Por otro lado, hay esfuerzos de investigación desde instituciones públicas para rastrear el estado de las personas LGBT en México. Una de las líneas más importantes es encabezada por el Instituto Nacional de Salud Pública, el cual ha generado estudios sobre los factores de riesgo que generan violencia en adolescentes transgénero.

Finalmente, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos provee información sobre el estado de los derechos de la población LGBT en la región, la cual también puede resultar útil frente a los escasos datos oficiales por parte de los gobiernos federal y locales en México. Algunos ejemplos de informes que son sumamente útiles para entender el panorama son Violencia contra personas LGBTI, Reconocimiento de derechos de personas LGBTI, y el Informe sobre Personas Trans y de Género Diverso y sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales.  

b) si no es así, sírvase proporcionar información sobre las razones.

N/A.

2) ¿Ha ratificado, firmado o adherido el Estado a tratados, declaraciones, programas o políticas regionales o internacionales de derechos humanos o a cualquier otro instrumento internacional destinado a hacer frente a la violencia y la discriminación basadas en la orientación sexual y la identidad de género que implique la aplicación de un enfoque de género (por ejemplo, la teoría del género, los enfoques basados en el género, la perspectiva de género, la incorporación de la perspectiva de género)?

	En el marco del Programa de Derechos Humanos de la Ciudad de México previamente mencionado, se elaboró un diagnóstico y un programa sobre derechos de la población lesbiana, gay, bisexual, transexual, transgénero, travesti e intersexual (LGBTTTI). En éste, se reconocen los instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos y su contenido aplicable a esta población; además, se destacan los Principios de Yogyakarta sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género y la resolución del Consejo de Derechos Humanos de la ONU sobre derechos humanos, orientación sexual e identidad de género de junio de 2011 sobre Leyes y prácticas discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad de género. Se resaltan también los instrumentos del sistema interamericano en la materia que, aunque no vinculantes para el Estado mexicano, fungen como un método de reconocimiento de la problemática y una guía para los contextos de solución; dos ejemplos son la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia y el informe Violencia contra personas LGBTI emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 2015.

a) En caso afirmativo, ¿ha llevado a cabo el Estado evaluaciones, valoraciones o recopilación de pruebas acerca de los efectos de la aplicación de esas medidas y, de ser así, cuáles son las principales tendencias identificadas?

	No se identifican programas de evaluación asociados explícitamente al cumplimiento de los instrumentos referidos.

b) si no es así, sírvase proporcionar información sobre los motivos.

3) ¿Qué tipos de información y data reúne el Estado para identificar las formas de violencia y discriminación a las que se enfrentan las personas por su orientación sexual e identidad de género? ¿Están los datos diseñados para captar las causas y las pautas de la violencia y la discriminación contra las lesbianas, los hombres homosexuales, las mujeres bisexuales, los hombres bisexuales, las mujeres trans, los hombres trans y las personas género diversas?

En primer lugar, el Estado mexicano lleva a cabo una Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS), cuya última edición se realizó en 2017. Ésta recopila información relativa a valores y actitudes; percepciones; prejuicios, estigmas sociales y estereotipos; experiencias de discriminación; y reconocimiento personal e institucional, entre otros factores. A continuación, se enlistan algunos de los datos más relevantes en población de más de 18 años para fines del presente cuestionario.

3.7% de las mujeres y 2.8% de los hombres declararon haber sido discriminados en razón de su orientación sexual. Asimismo, 30.1% de la población no heterosexual refirió haber sido discriminada por algún motivo, frente a 19.8% de las personas heterosexuales. En cuanto a percepciones sobre respeto a los derechos, 66% de las personas entrevistadas consideran que los derechos de personas gays o lesbianas se respetan poco o nada en el país. 

Sobre apertura a la diversidad, 30% de las mujeres y 35% de los hombres no le rentarían un cuarto de su vivienda a una persona homosexual; en el mismo sentido, 33% de las mujeres y 41% de los hombres no lo rentarían a una persona trans. Por otro lado, 40% de las mujeres y 46% de los hombres no estarían de acuerdo en que su hija o hijo se casara con una persona del mismo sexo, mientras que 64.4% de la población justifica poco o nada que dos personas del mismo sexo vivan juntas como pareja. 

En segundo lugar, en la Ciudad de México se lleva a cabo una Encuesta sobre Discriminación (EDIS CDMX). Su edición de 2017 arrojó que las personas gay son el segundo grupo más discriminado en la Ciudad de México, mientras que las lesbianas son el décimo, las personas bisexuales el vigésimo tercero, las personas transgénero el vigésimo cuarto, las personas transexuales el trigésimo primero, y las personas intersexuales el trigésimo noveno de una lista de 41 grupos en situación de discriminación. En este contexto, se identificó que 6.6% de la población reportó que alguien cercano a ellos había sido discriminado alguna vez por ser homosexual.

En tercer lugar, destaca la Encuesta sobre Discriminación por motivos de Orientación Sexual e Identidad de Género 2018 (ENDOSIG). Algunos de los indicadores principales se refieren al contexto social hostil: 83.8% de las personas LGBT enfrentan chistes ofensivos sobre su orientación sexual o identidad de género, mientras que 53.8% reportan el lidiar con expresiones de odio, agresiones físicas y acoso. De igual manera, se presentó el porcentaje de la población encuestada que percibió haber sido discriminada en los últimos 12 meses por orientación sexual e identidad de género: por ejemplo, 80.2% de aquellas personas que tienen una identidad de género no normativa y 58.8% de aquellas con una orientación sexual no normativa. Los porcentajes de personas LGBT a las que se negó injustificadamente al menos un derecho en el último año también son elevados: 53.3% de las mujeres trans, 40.9% de los hombres trans, 30.5% de las lesbianas, y 23.9% de los gays. La encuesta también informa sobre prácticas discriminatorias en el acceso a servicios de salud, en el trabajo, con la policía, así como sobre efectos de la discriminación.


a) ¿Se adopta en este recabo de data un enfoque intersectorial (por ejemplo, la conexión de las múltiples categorías sociales de una persona para permitir un análisis más preciso (por ejemplo, la reunión de datos sobre personas LGBT por identidades como la raza, la edad, la condición nacional y el origen étnico)?

En este sector, destaca el registro de servicios de la CDHCM, en el cual se identificó que la institución proporcionó atención a 712 personas LGBTTTIQA+ entre enero de 2016 y febrero de 2021. En este grupo, a partir de una recolección de datos con enfoque interseccional, se detectaron 303 categorizaciones como grupo de atención prioritaria (es pertinente aclarar que una misma persona de la comunidad LGBTTTIQA+ puede reportar pertenecer a una o más categorías adicionales, por ejemplo, una persona LGBTTTIQA+ que es indígena y está en situación de calle). Con esto en consideración, se presentan los datos de la Tabla 1. Los tres grupos mayoritarios en este sentido son aquellos de personas LGBTTTIQA+ privadas de la libertad (45.5%), que tienen una enfermedad que pueda generar una violación de derechos humanos (8.9%), y que viven con alguna discapacidad (2.3%).



	Tabla 1. Personas LGBTTTIQA+ en situación de víctima e interseccionalidad con otro grupo de atención prioritaria

	



	Grupos 
	N° personas
	(%)

	Personas privadas de la libertad
	138
	45.5

	Por tener una enfermedad que pueda generar una violación de derechos
	27
	8.9

	Por vivir con alguna discapacidad
	7
	2.3

	Por situación domiciliaria
	6
	2.0

	Por ejercer una profesión de riesgo para sus DDHH
	4
	1.3

	Mujeres
	3
	1.0

	Persona Migrante
	2
	0.7

	Discriminación o violencia por sexo
	2
	0.7

	Niñas, niños y adolescentes
	1
	0.3

	Persona Indígena
	1
	0.3

	Personas en situación de calle
	1
	0.3

	Personas jóvenes
	1
	0.3

	Discriminación o violencia por edad
	1
	0.3

	Víctimas
	1
	0.3

	Total personas LGBTTTI
	303
	 




b) ¿Incluyen la data información sobre la relación entre las víctimas y los autores de los delitos?

No.

4) ¿Se imparte una educación sexual integral en las escuelas?

No.

a) En caso afirmativo, por favor proporcione información sobre los programas respectivos. Sírvase proporcionar ejemplos (por ejemplo, copias de los planes de estudio, citas de las políticas).
N/A.
b) En caso negativo, ¿hay esfuerzos desplegados por el Estado para establecer y promover una educación sexual integral, que incorpore diversas perspectivas de orientación sexual e identidad de género? ¿Cuáles han sido los obstáculos para adoptar tales políticas o programas? Asimismo, ¿el Estado está adoptando alguna medida alternativa?

	La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes plantea que la educación tendrá como fin promover la educación sexual integral conforme a la edad, el desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez de las niñas, niños y adolescentes, con el objetivo de que éstos ejerzan sus derechos de manera informada y responsable. Asimismo, la Ley General de Educación establece en su artículo 30 que los contenidos de los planes y programas de estudio de la educación que impartan el Estado, sus organismos descentralizados y los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios incluirán “la educación sexual integral y reproductiva que implica el ejercicio responsable de la sexualidad, la planeación familiar, la maternidad y la paternidad responsable, la prevención de los embarazos adolescentes y de las infecciones de transmisión sexual”. 

En el presente sistema educativo, se identifican los siguientes contenidos relacionados con una educación sexual integral en primaria: identificación de conductas de abuso sexual; descripción de los órganos de los sistemas sexuales masculino y femenino, sus funciones y prácticas de higiene; descripción de los cambios que presentan mujeres y hombres durante la pubertad y su relación con la reproducción humana; y explicar los beneficios de retrasar la edad de inicio de las relaciones sexuales, de la abstinencia, así como del uso del condón en la prevención de embarazos en la adolescencia, la transmisión de VIH y otras ITS. En secundaria, se detectan los siguientes contenidos: comparación de la eficacia de los diferentes métodos anticonceptivos en la perspectiva de evitar el embarazo en la adolescencia y prevenir ITS; y argumentación de los beneficios de aplazar el inicio de las relaciones sexuales y de practicar una sexualidad responsable y libre de discriminación y violencia.

Se observa que no constituyen líneas integrales de educación sexual ni presentan un desarrollo adecuado; no cumplen con los estándares más avanzados en la materia, tales como aquellos vertidos en las Orientaciones técnicas internacionales sobre educación en sexualidad o en el documento Educación integral de la sexualidad: conceptos, enfoques y competencias de la UNESCO. Incluso se considera que hay contradicciones de los principios establecidos en este tipo de instrumentos: los programas y planes priorizan un enfoque de abstinencia, lo cual, conforme a la UNESCO, niega el derecho del estudiantado de disponer de información precisa para tomar decisiones informadas y, además, suele promover formas discriminatorias respecto de la sexualidad de la comunidad LGBT.

Derivado de una reforma a esta última norma en 2019, actualmente la Secretaría de Educación Pública se encuentra en proceso de revisión de los planes y programas; la educación sexual es una línea etiquetada como “contenido nuevo relevante”. Cabe destacar que existen instituciones privadas y públicas que imparten educación sexual y, aunque no tienen un alcance tan amplio como el sistema escolar, pretenden subsanar las lagunas en el área. El Fondo de Población de las Naciones Unidas realizó un Mapeo de organizaciones, instituciones y personas que ofrecen educación integral para la sexualidad en México que enlista sus actividades.

5) ¿Existen ejemplos en los que el concepto de género, los valores tradicionales o la protección de la familia se hayan utilizado en narrativas religiosas o tradicionales para obstaculizar la adopción de medidas legislativas o de política pública destinadas a abordar o erradicar la violencia y la discriminación basadas en el sexo, el género, la orientación sexual y la identidad de género?

	Desde diciembre de 2019 el Congreso de la Ciudad de México aprobó en comisiones –con aprobación pendiente en el pleno- un dictamen denominado Ley de Infancias Trans. El objetivo de esta norma es adecuar los Códigos Civil y de Procedimientos Civiles locales para eliminar el requisito de mayoría de 18 años y que se permita ejecutar un procedimiento administrativo de cambio de identidad de género a niñas, niños y adolescentes. En octubre de 2020 se anunció que la discusión se movería al pleno del Congreso de la Ciudad de México, por lo cual la CDHCM se congratuló públicamente (ver Anexo 3).

Existen grupos opositores, como la Iniciativa Ciudadana por la Vida y la Familia, que argumentan que estas disposiciones violentan el desarrollo biológico de la niñez; también han declarado que las niñas y los niños no tienen la capacidad para tomar ese tipo de decisiones. Estas declaraciones han provocado la postergación del debate, hecho que ha sido respaldado por el poder ejecutivo local.

La obstaculización del avance de este dictamen coadyuva a que la norma discriminatoria en razón de la edad persista en el ordenamiento jurídico y, además, somete a las niñas, niños y adolescentes a tener que atravesar por procesos judiciales largos y generalmente estigmatizantes para ejercer sus derechos.

6) ¿Existen ejemplos en los que se haya utilizado un concepto de género en relatos o valores religiosos, tradicionales o indígenas de manera que promueva la aceptación de personas con orientaciones sexuales o identidad de género diversas, o que proteja a las personas LGBT de la violencia y la discriminación, además de abarcar una gama más amplia de personas?[footnoteRef:2]  [2:  Para ejemplos pertinentes, véase el párr. 3 del Informe del Experto Independiente al 73º período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, disponible en https://undocs.org/es/A/73/152.    ] 


	Aunque se observa que la Asamblea General ya tiene conocimiento de esta población, destacan las personas de identidad muxe que habitan en Juchitán, Oaxaca, al sureste de la Ciudad de México, y que son reconocidas como un “tercer género” en su comunidad. Las personas muxe gunaa nacieron con características físicas de hombre y se identifican como mujeres; las personas muxe nguii nacieron con características físicas de hombre y se sienten atraídos sexo-afectivamente a otros hombres.

7) ¿Existen ejemplos en los que se hayan utilizado narrativas o "ideología de género", "generismo" u otros conceptos relacionados con el género para introducir medidas regresivas, en particular, pero no exclusivamente, para las personas o comunidades LGBT?

	En el transcurso de 2020, se presentaron –y, en algunos casos como Chihuahua y Aguascalientes, aprobaron- iniciativas de reforma de ley en diversas entidades federativas para implementar la política denominada Pin Parental, cuyo objetivo es obligar a las escuelas a recabar la autorización de los padres, madres y tutores de las niñas y niños para impartir contenidos educativos en materia de sexualidad y género. En agosto de 2020, la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión aprobó en votación económica un punto de acuerdo por medio del cual rechaza las reformas, hecho que fue celebrado por la CDHCDM (ver Anexo 4).

Asimismo, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) fue otra institución que se pronunció en contra del pin parental en razón de las violaciones a los derechos de la niñez que acarrea. El mismo organismo presentó acciones de inconstitucionalidad frente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en relación con el caso de Aguascalientes, entidad que incorporó dicha medida a la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Aguascalientes y a la Ley de Educación del Estado de Aguascalientes (LEA). La resolución de las mismas está pendiente. Adicionalmente, organizaciones de la sociedad civil como el Grupo de Información en Reproducción Elegida (GIRE), junto con otros colectivos de derechos humanos, reclamaron la inconstitucionalidad de la LEA por medio de un amparo indirecto. Aunque se está en espera de la resolución definitiva, el juez ordenó a las autoridades de Aguascalientes no dar a conocer a los padres, madres y tutores las fechas en las que los contenidos objeto de la norma serían impartidos, con el fin de imposibilitar que otorguen su consentimiento. Determinó, además, que el destinatario del derecho a la educación es el niño o la niña; que la Constitución prevé la educación sexual y reproductiva como parte de una educación integral; y que dentro de los fines últimos de la reforma educativa de 2019 también se encuentran la perspectiva de género y la inclusión.

El pin parental es uno de los ejemplos más relevantes en el contexto mexicano actual de una política impulsada con base en la etiqueta de “ideología de género”. El origen de estas iniciativas se remonta al partido de extrema derecha Vox de España, cuyos argumentos giran en torno a que los contenidos sobre identidad de género, feminismo y diversidad LGBTTTIQ pueden resultar intrusivos para el adecuado desarrollo de las niñas y los niños. La exposición de motivos de la iniciativa presentada en el H. Congreso del Estado de Nuevo León brinda orientación al respecto: se pretende priorizar la libertad de los padres y las madres a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos e hijas frente al derecho a la educación de la niñez. Adicionalmente, se argumenta que los contenidos relacionados con la perspectiva de género, derechos sexuales y reproductivos son principios ideológicos sin sustento científico o de otra índole que justifique su inclusión en los programas y planes escolares.
 
8) ¿Existen iniciativas adoptadas por los Estados en relación con el derecho a la libertad de religión, creencias o conciencia (incluida la figura de la objeción de conciencia) que hayan tenido el efecto práctico de limitar el disfrute de los derechos humanos (incluidos los derechos sexuales y reproductivos) de las personas LGBT? 

	En marzo de 2018 se reformó el artículo 10 Bis de la Ley General de Salud para establecer la objeción de conciencia como un argumento legal al que el personal médico y de enfermería se podría apegar para negar un servicio a una persona, salvo en aquellos casos en que se pusiera en riesgo la vida del paciente o que consistieran en emergencias médicas. La CDHCM emitió un oficio (ver Anexo 5) en su momento a la presidencia de la República para argumentar su postura en contra de esta adición; sin embargo, esta incorporación fue aprobada, a pesar de que se considera violatoria de diversos derechos.

Algunos de los puntos que se pusieron a consideración de la presidencia fueron la falta de claridad sobre que la objeción de conciencia en la práctica clínica no puede ni debe ser absoluta; la carencia de una provisión sobre la obligación del Estado de contar en todo momento con personal médico no objetor; la falta de precisión sobre la obligación estatal de generar protocolos para evitar prácticas discriminatorias en contra de personas que desconocen o no comprenden los fundamentos legales de la objeción de conciencia; y la omisión de incluir un deber de aplicar exámenes intensivos de razonabilidad que justifiquen la invocación de tal concepto.


9) ¿Ha habido expresiones o declaraciones públicas de dirigentes políticos y/o religiosos que hayan dado lugar a la prolongación, modificación o supresión indefinida de acciones, actividades, proyectos, políticas públicas o aplicación de enfoques de género?

Algunos grupos opositores a políticas como el matrimonio entre personas del mismo sexo y la educación sexual integral utilizan también un discurso con bases religiosas marcadas. Como se desarrolla en la respuesta a la siguiente pregunta, estos grupos, como el Frente Nacional por la Familia, han impulsado movimientos medianamente significativos de resistencia a reformas y políticas en materia de género y derechos humanos. Por ejemplo, en entrevistas con los medios han defendido una interpretación restrictiva de las declaraciones del Papa Francisco sobre el matrimonio entre personas del mismo sexo y han añadido que en realidad en la Iglesia Católica persiste la celebración de “la reciprocidad natural entre hombre y mujer” como forma única de unión.


10) ¿Quiénes son los principales actores que sostienen que los defensores de los derechos humanos de las personas LGBT están fomentando la llamada "ideología de género"? ¿Cuáles son sus principales argumentos? ¿Han sido eficaces en la regresión de los derechos humanos de las personas LGBT? ¿Han tenido sus estrategias un impacto directo o indirecto en los derechos humanos de las mujeres y las niñas?   

	Existen grupos como el Frente Nacional por la Familia que utilizan la llamada “ideología de género” y han cobrado relevancia en las discusiones públicas relacionadas con aborto, educación sexual, y matrimonio igualitario. Utilizan medios distintos de promoción de sus ideas, desde organización de marchas hasta pronunciamientos sobre preferencias políticas. Alegan que trabajan en favor de celebrar y respetar a vida, respetar la institución del matrimonio, cuidar que sus hijos estén libres de “ideologías”, y luchar por sus libertades fundamentales. También cuentan con un observatorio digital de iniciativas de ley, que clasifican según si se alinea con su agenda. En cuanto a las y los legisladores que han impulsado distintas iniciativas con los argumentos relacionados con la “ideología de género”, incluyendo aquellas sobre el pin parental, se identifica a actores del Partido Encuentro Solidario, MORENA (véase la iniciativa de reforma de ley para reconocer la vida desde la concepción en Sinaloa), y Partido Acción Nacional (véase la iniciativa de reforma de la Constitución del Estado de Zacatecas para incorporar el derecho preferente de los padres a escoger el tipo de educación que habrán de recibir sus hijos).

También se observan esfuerzos consistentes por parte de colectivos y personas señaladas como TERF (Feministas Radicales Trans-Excluyentes) por generar polarización en torno a la integración y reivindicación de derechos de personas transgénero. Bajo la justificación de que incorporar las causas de personas transgénero a los movimientos feministas invisibiliza a las mujeres y los conflictos por sus derechos, fomentan movimientos sociales que excluyen a las mismas de espacios de activismo feminista. Estos grupos suelen defender la erradicación del género. Uno de los más visibles es Las Brujas del Mar.

11) ¿Puede dar ejemplos de coaliciones que trabajen juntas para resistir los ataques a la ideología de género? Por ejemplo, comparta ejemplos de grupos feministas y LGBT y otros grupos que trabajen juntos y con qué tipo de marcos, argumentos y resultados.

	Hay organizaciones de la sociedad civil en México que combinan enfoques feministas con la protección y defensa de los derechos de personas LGBT. Un ejemplo significativo es YAAJ México, organización que promueve espacios de lucha y herramientas de garantía de derechos de las mujeres, y que constantemente incorpora intersecciones con los derechos de la población LGBT. Su programa de Mujeres Diversas encarna esta agenda compartida. La organización Balance también lidera estos esfuerzos al contemplar en sus líneas temáticas tanto medidas de impulso de derechos de las mujeres –incluyendo el Fondo MARIA de apoyo a mujeres que abortan- como estrategias de fortalecimiento de liderazgos de mujeres de la disidencia sexo-genérica. Finalmente, no se omite mencionar a El Clóset de Sor Juana, una asociación civil auto-identificada como “lésbico feminista” que conjunta en su trabajo un enfoque de defensa de los derechos de las mujeres con un acercamiento particular a aquellas que sufren discriminación por su orientación sexual o identidad de género.
     
12) ¿Qué políticas, programas y/o prácticas ha adoptado el Estado para cumplir los Objetivos de Desarrollo Sostenible 5 (igualdad de género) y 10 (reducción de las desigualdades)? ¿Se basan en enfoques de género que incluyan las diversas orientaciones sexuales e identidades de género y/o que tengan como objetivo abordar la violencia y la discriminación basadas en la orientación sexual y la identidad de género? Sírvase señalar ejemplos pertinentes.

En 2017, el Consejo para el Seguimiento de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible en el seno del Gobierno de la Ciudad de México publicó los datos relativos al cumplimiento de 25 indicadores que presuntamente persiguen la consolidación del ODS 5 sobre igualdad de género, así como de los 43 que corresponden al ODS 10.

En la presentación de resultados, las autoridades de la Ciudad de México destacan las siguientes cifras: 

· Sobre la meta de eliminar todas las formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas, se presenta que 2 110 mujeres y mujeres trans son derechohabientes del programa “Seguro contra la violencia familiar”.
· En relación con la meta de garantizar el acceso universal a la salud sexual y reproductiva y los derechos reproductivos, 141 376 mujeres, adolescentes y niñas fueron orientadas en materia de prevención de enfermedades, salud sexual-reproductiva y mental.
· En atención a la meta de emprender reformas que otorguen a la mujer el derecho en condiciones de igualdad a los recursos económicos, acceso a la propiedad, servicios financieros, etc. se reporta que más de 500 mujeres y mujeres trans son derechohabientes del programa “Reinserción Social para Mujeres y Mujeres Trans Víctimas de Violencia Familiar”.

No obstante, llama la atención que varios de los indicadores que se presentan no son idóneos para registrar un avance hacia la consolidación de los ODS. Por ejemplo, “Confianza hacia el COPRED como institución responsable de atender y promover acciones contra la discriminación” no es un dato que necesariamente confirme un avance perceptible hacia la igualdad de género. Otros indicadores, tales como el porcentaje de mujeres que acreditan cursos del ICATCDMX (Instituto de Capacitación para el Trabajo de la Ciudad de México) no se encuentran contextualizados en los reportes, por lo que tampoco generan información significativa sobre la erradicación de desigualdades.
RELACIÓN DE ANEXOS

Anexo 1- Consulta Infancias Encerradas.
Anexo 2- Consulta Infancias Encerradas. Reporte especial Niñez y adolescencia no binarias.
Anexo 3- Boletín 138/2020 “CDHCM se congratula del anuncio sobre la inminente discusión del dictamen de modificación al Código Civil local en el pleno del Congreso de la Ciudad de México, para eliminar la discriminación en el ejercicio de los derechos a la identidad y al libre desarrollo de la personalidad de la niñez y adolescencia trans y no binaria de la capital”.
Anexo 4- Boletín 99/2020 “CDHCM celebra el rechazo contundente al PIN Parental expresado por la Comisión permanente del H. Congreso de la Unión y se une al exhorto hecho a los Congresos y Ejecutivos locales para evitar que prosigan la discusión parlamentaria y la publicación de las Reformas, respectivamente”.
Anexo 5- Oficio CDHDF/OE/P/0116/2018 sobre objeción de conciencia.
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